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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima- 22 de octubre de 20i8

ASUNTO

Recurso de agmvio constitucional interyuesto por doña Delia Acosta Gralados
contra la resolución de fojas 95, de fecha 12 de mayo de 2017, expedida por la Sala
Civil de la Cofte Superior de Justicia de Ayacucho qL¡e declaró improcedente l, /lzlr?c
la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

En la seitencia etuitida en e1 Expediente 00987-2014-PA/1 C, publicada en el diarro
ofrcial El l'eruano el 29 de agosto de 2014. este Tribunal estableció, en el
1ündamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá seltencia interioculorix

dictada sin üás trámite, cuando se prcscnte alguno dc los siguientes
s, que igualÍDeDte cstán contcnidos en el artículo I I del Reglamento

a)
b)

c)

atiyo del l'ribunal Constitucional

Carezca de lund¿rmentación la supuesta vulneración que se invoclue.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de mane¡a desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En la senlencia emitida en el Expediente 03784-201 l -PA/TC, publicada el 25 de

octubre de 201 1 en el po al \reb institucional, el Tribunal Constitucional declaró
infundada la demanda de amparo y dejó establecido en su l'undamento 2 que la
jubilación constituia una dc las causales dc extinción del vínculo laboral conlorme
lo establece el artículo 16, literal fdel Decreto Supremo 003-97-TR.

3. El presente caso es sr¡stancialmenle igual al resuelto, de manera desestimatoria, en

e1 Expediente 03784-201 l-PA/TC, debido a que la pa e demandante pretende que
se deje sin efecto Ia Rcsolución de Gerencia General 071-2016-SED^
AYACUCHO/GG y la Carta 173-2016-SEDA/AYACUCHO/GG, ambas de fécha
14 de setiembre de 2016, medianle las cuales se dio por extinguida su ¡clación
laboral por la causai de jubilación, debido a que percibe ura pensión de ia AI'P
Integra, por lo que su empleador aplicó la causal de extinción del contralo de
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trabajo por razón dejubilación, confonne a lo previsto r:n el literal l) del artículo 16

del Decreto Suprcmo 003-97-TR. Alega que ello no p¡ocedia toda vez que. si bien
es cierto que percibe una pensión, la emplazada, para proceder a jubilarla, debió
cumplir previamente con el requisito previsto en el artículo 21 de la ¡cfcrida norma
legal, lo que no ha sucedido.

Por eslos lündamentos, el Tribunal Constitucional, con Ia a¡Lto dad clue ie
confiere la Constitucióll Política dcl Pcrú, el fundamcnto de voto dcl magistrado Sardón
de Taboada. y Ia pañicipación del magistúdo Espinosa-Saldaña Balrera, convocado
pam dirimir la discordia suscitada por el volo singular del magistrado Ferrero Costa.

I{USUELVE

Declar¡r IMPROCEDENTE el recurso de avio corNtitucional

Publiquese y notiliquese

SS

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
I.]SPI\OS,4.-SAI,DANA 'L41) C,/ a-4

La

4. En consecuencia, y de lo expueslo en los l'undamentos 2 y 3 iupl¿r, se ve¡ifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo previsla en el
acápite d) del fundamento 49 de la sentencia emilida en el Expediente 00987-201,1-
PA/TC y en el inciso d) del artículo 1l del Reglamento Normativo de1 Tribunal
Constitucio¡al. Por esta razón, corrcsponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucioial.
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FUNDAMENTO DE VOTO DT]I, MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Si bion estoy de ¿cuerdo con el fallo de la sentencia intcrlocuto¡ia expcdida en autos,
discrepo de su fundamentación-

Iin cl acápite b) del fund¿mento 49 de la sentencia emitida e¡ el Expediente 00987-
2014 PA/TC precedente Vásquez Roñero estc Tdbunal Constitucional scñaló que
debe rechaza¡sc el rccumo dc agmvio co¡stitucjonal cuando la cucstión dc Dcrccho quc
contierrc oo sca dc cspecial trascendencia constitucional.

Bn este caso, la parle demandante solicita su reposición en el puesto de trabajo, p,'r
considcrar que lue dcspedida arbitra amcnte. Sin cmbargo, como he señalado
rcpctidamcntc cn r¡is votos cmitidos como magistrado dc cste T¡ibunal Constitucio¡al,
considcro que nucslra Constitución no cstableco un régimcn dc cstabilidad laboral
absoluta.

A mi cntcndcr, el dcrecho a) trabajo corrsagrado por cl artículo 22 de la Co¡stitución ¡o
incluye la reposición. Como señalé en el voto singular que cmiti cn cl Expcdiente
05057-2013 -PA/TC, Precedenle Huatuco Huatuco, elderecho altrabajo

dcbc scr entendido como td pos¡biliddd ¿e acceder librene¡¡e al nercado ldhorul a d
dca,1h'o ar lu.t.tirildd eonón¡ú qua uno quietu, dentro de los tími¡cs que 1.1 tey
cstableü! pot razol<ts dc oúei1 públíú. Solo esla inteerelación cs consistcnle con las
libertades de conlratación y trabajo consagmdas cD cl aÍiculo 2'. incisos l4 y l5; la libertad
dc c¡¡prcsa cslablccida en el aúículo 59'; y, la visió¡ dinámica dcl proccso cconótnico
coDtcDida c¡ cl aIticülo 61" de la Constitución.

Asi, cuando el artícuio 27 dc la Constitución de 1993 establece quo "la ley otorga ¿l
lrabajador protección ¿decuada contra cl dcspido a¡bitrado", sc refiere solo a obtcncr
una indcmnización dcterDinada por la ley.

A mi c terio, ouando la Constitución utjlizó el adjeti,¿o arbitrario, cnglobó tanto al
dcspido nulo coño 'dl injustil¡cada de los que hablaba cl Decreto Legislativo 728, I.cy
de l.omento del Enplco, de 12 de noviembre de 1991.

ljsto os asi porqr¡e, scgún cl Diccionario de la Lengua Española, drbitrario es

Sruclo a la libr. voluntad o al capricho aDlcs qnc a Ia lcy o a Ia razón

Indebidamcntc, la Lcy 26513 
-promulgada 

cuando ya se encontraba vigc¡1te la actual
CoDstitución prelendió equrparar cl despido que la Constitución denominó albifrario
solo a lo que la versión original del Decrcto Lcgislativo 728 llamó ifijustilcdclo.
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Semejante operación normativa implicaba afimar que el despido ralo no puedc ser

dcscrilo como "su.jeto a la libre voluntad o al cap cho antos quc a la Jcy o a Ja razón", lo
quc cs evidentemente inaceptable.

Más allá de su deficiente lógica, la Ley 26513 tuvo como consecuencia ¡esucitar la
reposjción como medida de protección frente a u¡ tipo de despido, entregándolcs a los
jueces poder para forzar Ia continuidad de una relación de trabajo.

Esta nueva clasificación quc se mantiene en el Texto Únrco Ordenado del Decreto
L,cgislativo 728, Ley de P¡oductividad y Competitividad Labo¡al, aprobado mediante
Dccroto Supremo 003-97-'fR- es inconstitucional.

I-amentablcmcntc, cstc error f,re ampliado por el T¡ibunal Constitucional mediantc los
casos Sindicato Telefónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso que
correspondia la reposición incluso fiente al despido arbitrario.

Al tiempo que extrajo la reposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió que se distinguiera entre el despido nulo, el incausado y el fraudulento. Asi,
si no convencía. al mcnos confundiría.

A mi crile¡io, la proscripción constitucional de la reposición incluye, crertamentc, a los
lrabajadorcs del Estado sujetos al Decreto Legislativo 276 o a cualquier otro régimen
)aboral público.

I-a Constitución de 1993 evitó cuidadosamenle utilizar el término "estabilidad laboral",
con cl quc tanto su prcdcccsora de 1979 como el Dec¡eto Legislativo 2'76, d,e 24 de
mdr/u Je loq4. ie referi¿n a la reposrcron.

Ill dcrccho a la reposició¡ del régimen de la carera admi¡istrativa no sobrevivió, pues,
a la promulgación dc la Constitución el 29 de diciembre de 1993. No cambia las cosas
que hayarl transcurrido casi veinticinco años sin que algunos se percaten de ello.

I)or tanto, consrdcro quc cl rccu¡so de agravio constitucional debc rcchazarse polque no
está relacionado con cl contc¡jdo constitucionalmente protegido dcl dc¡ccho invooado.

Lo qu co,'

S,\RDÓN DE I'ABOADA
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VO'I'O SINGUI,AR DI]L MAGIS'I'RADO ¡'EItRtrRO COSTA

Con la potestad quc me otorga la Constitución, y oon el mayor respeto por la ponenciu
de nri colcga magistrado, (-mito cl presentc voto singular, para cxpresar respetuosaúlente
quc disienlo dljl prcccdente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC.
SllNlljNCIA INTERLOCIJTORIA DLNIIGATORIA, por los lundamentos que a
continuació¡ expongo:

lrl, I'RrBuNAl, CoNsTlt ucroNÁr, coMo coRTE DE REvtstóN o r.at,r.o y No Dll
CASACIÓ\

l-a Conslilución de 1979 creó cl 'lribunal dc Garaltias Constilr¡cionales corno
instancia dc casación y ia Constitución de 1993 convirtió al l' bunal Constilucional
cn i¡stancia dc fáilo. La Conslilución del 79, por primera vez en nuestra histori.r
coDstilucio¡al, clispuso la crcación de un órgano ad,oc, independiente del pode¡
Judicial. con Ia larea dc garanlizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los dercchos fundamenlalcs.

2. l,a I-ey Fundanrcnlal de lg79 eslableció que el Ir.ibunal de Garanlías
Constitucionales era un órgano dc control de la Conslitución, que teda jurisdicción
en lodo cl tclailorio naoional para conoccr, en vía de ca.sación, de los habea: corpus
y anparos dcncgados por cl Poder Judicial, lo que implicó qlte dicho lribunal no
conslituía una instancia habilitada para lalla¡ en forma deñnitiva sobre la causa. lls
decir, no sc pronunciaba sob¡e los hcchos irrvocados como atnenaza o lesión a los
dcrcc.ro. rt.cnrrocido: cn lJ Conslilucion.

i. lln cse se¡lido. la t-ey 23185. f-e¡, Orgánica dei Tribunal de Garantías
Constituciollales. vigentc cn cse momcnto, estableció, cn srLs arliculos 42 al 46, quc
dicho órgano. al e[conlrar una resolución dcnegato¡ia que ha violado la lcy o Ia ha
aplicado en lbn¡a erada o ha incurrido cn g¡aves vicios procesales cn la
lramilación y rcsolución dc la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
scrlalar la delicicncia, devolverá los acluados a 1a Corlc Suprenra de Justicia dc la
Ilepública (rcenvío) para quc emila nucvo fallo siguicndo sus lincamienros,
procedimiento quc. a todas luccs, dilataba cn cxceso los proccsos constilucionalcs
mcncionados

.1. lll modclo de lutela anle amcnazas y vulncración de dercchos lue serian¡cntc
nrodillcado cn la Conslitución dc 199i. En primer lugar, se amplía[ los
mccanismos de luleia de dos a cualro, a sabcr, habeas corpus, amparo. hdbed! dclta

ran
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y acción de cumplimienlo. En scgundo lugar, se crea al T¡ibunal Constitr.rcional
conlo órgano dc conlrol de la constitucionalidad, aun cuando la Consiilución lo
calillca crróneamente como "órgano dc control de la Constitución". No obstante, cx
maleia de proccsos constitucjonales de la libertad, la Constitución establece quc el
T¡ibunal Consritucbnal cs instancia de re!isión o fallo.

6. Como sc advierte, a dil¡rencia de lo que acontece en ohos paiscs, en los cuales el
acceso a Ia úl1ima instancia constitucional tiene Iugar por la yía dcl certiordri
(Suprema Corte de los l-lstados l]nidos), cÍl el Peri¡ el Podcr Constituyentc optó por
un órgano sup¡emo de interyrctación de la Constitución capaz de ingresar al londo
e¡ los llamados p¡ocesos de Ia libefiad cuando cl agraviado no haya oblenido una
prolección dc su derecho en scdc del Poder Judicial. En otras palabras, si lo quc
cstá cn discusión es la supuesta amenaza o lesión dc un derecho lundamental, se
debe abrir la via cotTespondicnte para quc cl Tribunal Constilr_rcional pueda
pronunciarse. Pero la apeñura de csta vía solo se produce si se pemite al
pelicionanle colabo¡ar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
Jnalisis de lo quc 5c prerende. de lu,luc sc invuca.

7. Lo conslilucional es escuchar a la pal1e como concretización de su dc¡echo
inenunciable a la defensa; además. un Tribunal Constitucional constituye el más
ci¡ctivo medio dc dcfensa de los dc.echos lundamcntales lrente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia cl t¡iuÍ1b dl] la justicia fiente a la
arbitraricdad.

W

5. Cabc señalar que la Constitución tolitioa del Pcm, en su arliculo 202. i¡ciso 2.
prescribe quc cor¡csponde al 'l'ribunal Constitucional ',conocer, en úhimd y
deÍinitira insto]1ciat, lds rcsoluciones dencgatc'rias dictatdds en los proceso:; cle
hobeat corpus, amparo, hobeds dattt y ucción de cumplimien¡o't. i]sta disposirioll
constitucional, desde una posiciór'r de lianca tutcla de los derechos f'undamentales.
cxige quc cl I ribunal Constitucional cscl¡che y cvalúe los alegatos dc quien se
cslima amenazado o agraviado en un dcrccho fundamental. Una lectura divcrsa
conlravendrÍa mandatos esencialcs de la Constitución, como son cl p ncipio de
dcltnsa de la persona humana y el rcspcto de su dignidad como 1in suprcmo de la
sociedad,v del Estado (arriculo 1). y "ld ctbsenuncio del deb¡do proceso ), tutel.t
jurísdiccional. N¡nguna petsoaa pltede ser desviada de lo jur¡sdicción
precleternittttdtt por la lq,, ni fimal¡d0 0 procedimiento distinb de lo¡j pret)iamenÍe
estc¡blccídot. ni iLtzgdda por órg.nos j tisdiccbndles de excepción ni por
co»1isioües especiules creddats ul e/icto cualqtrierd sea su denominación',,
consagrada cn cl añículo li9, inciso 3.
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8. I-a administración de justicia conslitucional de la libcflad que brinda el Tribunal
Conslilucional, desde su crcación, es rcspctuosa, como corresponde, del dcrccho de
dcl'ensa inherentc a toda persona, cuya manilcslacjón primaria es el derecho a ser
oido con lodas las debidas garanlias al interior de cualquic¡ proceso en cl cual se
dctcrmincn sus derechos, intereses y obligaciones.

EXP N.. 0i185-20t7-PA/tC
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9. Prccisamente, mi alejamiento rcspeclo a la entisión de una ¡csolución constitucional
sin rcaliza¡sc audiencia de \,ista cstá relacionado con la del'ensa, la cual. sólo es
electiva cuando eljusticiable y sus abogados puedcn exponer, dc manera escrira y
oral, los argumcntos perlinentcs, concretándose el principio de inmcdiacion qLrc
debe rcgir cn todo proccso constitucjonal.

10. Sob¡e la intcrvención de las pafles, corresponde scñala¡ clue. cn lanlo quc la
potestad de adminislrar justicia constituye una maniléstación del podcr que el
Ilslado ostenta sobre las personas, su ejcrcicio tesulta constitucional cr¡ando sc
brinda con est cto rcspelo de los derechos inhcrentes a todo ser humano, lo que
i¡rciuvc cl derecho a ser oido con las debidas garantías.

ll. Cabc añadir que la paÍicipación directa de ias palles. en del¡nsa de sus intereses,
que se concedc cn la altdicncia de vista. también consliluye un elemento quc
dcmoc¡atiza el prcccso. De lo contmrio, sc dccidiria sobrc la esfera dc inte¡és dc
una persona sin permitirlc alegar Io correspondiente a su lávor, lo que resullaría
cxclu),ente ), antidcmocrá1ico. Además, el I ribr¡nal Constitucional ticne el debcr
ineludiblc dc oplimizar, cn cada caso concreto, las Lazones, los motivos y los
argLlmentos quc jr¡stilican sus deoist»rcs, porque cl 'fribunal Co¡slitucional se
lcgitima no por scr un tribunal dc justicia, sino por Ia justicia de sus razones, por
expresa¡ dc modo suflcicnte las rezo[es de derccho y de hccho relevantcs en cada
caso que resuch,c.

l l¡llllililltill il il

[h ese sentido. ]a Corte Intcramericana dc I)erechos Ilumanos ha cstablecido que el
dcrccho de delénsa "obliflL! (i l:staala) u tratar al ¡ndivíriuo e todo motnento como
Ltn terí¡adero sLt¡e¡o del proceso, en el más amp¡ío sentido de este concepto, y no
simplementc cotuo objeb del mismo") , y q¡Je "parct que exísto debítto proieso iegat

Caso Barrcto Leiva vs. Vcnezuela. scntcncia del l7 de noviembre de 2009.

W

r Corli: 1l) I I

p¿irralb 29.
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4 pteciso qüe ün ¡Ltll¡ciablc pücld hacet tlet sLt., derccho.t y del¿nler )1$
i)1lcre\es en-lb¡nu cl¿ctitu y en.on¡iciones de igualdad proca.tul con orros

N,\TUR^LEZ.\ l'RocIs,\1, D!]1, RucLrrso D¡: 
^(;RAvro 

Coñ_st tluctoNAL

li. El modeio de "instancia de l¡llo" plasmado en la Constitución no puede ser
dcsvirlr¡ado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho'llibunal es su in1érprctc supremo. pero no su relbrmador. toda
vcz rluc oomo órgano constituido lambién está somctido a la Constitución.

14. Cuando sc aplica a L¡n prooeso constitucional de la libertad la dcnominada
"scnlencia iDterlocutoria". cl ¡ccurso de agravio constitllcional (RAC) pielde su
verdadera esencia jurÍdica, ya que eI Tribunal Constitucional no tiene compctcncia
para "revisar" ni mucho menos "fecaliñcar" el rccurso dc agravio constitucional.

15. i)c contb¡midad con los añicLrlos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional. el
'l'dbllnal Constitucional no "concede" ol ¡ccurso. Ilsta es una conrpetcncia de la
Sala Superior del Podcr Judicial. A1 

-lribunal lo quc le corresponde es conocer dcl
I{AC y pronu[ciaise sobre c] fondo. Pol ende, no le ha sido dada la competencia dc
rcchazar dicho rccurso, sino por cl contrario de "conoce¡" lo que la paúe alega
como L¡¡ agravio que le causa indel'ensión.

i6. Por olro lado, ia "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación 1órntulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere scr aclarado, justilicado y concretado on supucstos especí1icos. a sabcr,
idcntillcar en qué casos sc aplicaria. No llacerlo, no dcfinirlo, ni justilicarlo,
convicrtc cl cmpleo de la prccilada scnlcncia cn a¡bitrado, loda vez quc sc podria
ai¿ctar. cnlrc otros, cl dcrccho lirndamental de defcnsa, en su manil'estaoión dc scr
oido con las dcbidas garanlias. pucs cllo dada lugar a decisioncs subjetivas y
carentes de predictibilidad, aliclaDdo nolablemente a los justiciables. quienes
tcndrían que adivinar qré resolverá cl l'ribunal Constitucional antes dc p¡esentar su
respectiva demanda.

17. I)or lo dcmás. mttattis nlutdnclis, el precedentc vinculante contenido cn la Scntcncia
00987-201,1-P^I|C repite lo sclialado por el Tribunal Constitr¡cional en olros

w(

']Cone lDH. Caso Hilaire, Constantinc y Iledamin y otros vs. l rinidad y Tobago,
sentencia dcl 2l de jr¡nio de 2002. párraib 146.
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lállos. co¡]1o er el caso Luis Sánohez Lagonrarcino Itamí¡ez (Se¡tencia 02877-
2005-PHC/TC). Del nrismo modo, constituye una reailrmación de la naturalcza
proccsal dc los proccsos constilucionales de Ia libertad (supletoriedad, via pre\ ia,
vias paralelas. litispendcncia, invocación del de¡echo constitucional líquido y
cicÍo, ctc.).

18. Sin embargo, cl hccho de que los proccsos co¡stitr¡cionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal disainta a la de los procesos ordina¡ios no constituye r¡n
motivo pá¡a qlre sc pucda desvirtuar la cscncia principal del recurso de agrcvi<'
constitucional.

19. Por tanto. si se liene c¡ cuenta qLre la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protege¡ y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a lavor dc que e¡ el prescntc caso se convoquc a audiencia para la
vista. lo que garanliza quc el 'lribunal Constitucionai. en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afcctadas en sus
derechos escnciales cuando no cncuentran justicia e¡ el Poder Judicial;
cspccialmente si se tiene cn cuenta que, agotada la via constitucional, aljusliciablc
solo Ic queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de dereohos
humanos.

20. Cor¡o añn¡ó Raúl l-errero I{ebagliati, "ia dcfcnsa del de¡echo dc uno es, al mismo
liempo, una delensa total de la Constiti¡ción, pucs si toda gamntia constitücional
ent¡aña el acccso a la prestación jurisdiccional, cada cual al dei¿nder su derccho
cs1á del'etrdiendo el de los demás y el dc Ia comr.nidad que resulta oprimida o
cnvilccida sin la protección judicial auténtica".

S

Loq certiÍico:


